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Buenos Aires, 3 de mayo de 2021

AUTOS Y VISTOS  :  

Para  resolver  en  el  marco  de  la  causa  CFP  9937/2020 

caratulada “Voytenco José Antonio y otros s/ resistencia o desobediencia  

a  funcionario  público…” del  registro  de  este  Juzgado  Nacional  en  lo 

Criminal  y  Correccional  Federal  N°  12,  interinamente  a  mi  cargo, 

Secretaría  N°  23  a  cargo  de  la  Dra.  PAOLA Y.  KOHEN y  respecto  de  la 

situación  procesal  de  los  ciudadanos  JOSÉ ANTONIO VOYTENCO (DNI 

16.063.139),  CRISTIAN MAXIMILIANO AYALA (DNI  26.184.433),  REINALDO 

ALBERTO BARRA, (DNI 12.049.974), SILVIO ANÍBAL DÍAZ (DNI 17.271.476) y 

MARTÍN ARIEL FORTUNA (DNI 25.378.883);

CONSIDERANDO  :  

I.  El origen de la presente causa y los hechos investigados

 La presente causa se inició el 23 de diciembre de 2020 a raíz 

de  la  denuncia  incoada  por  PABLO MIGUEL ANSALONI,  CARLOS IGNACIO 

CABALLERO y MARCELO ALEJO ACEVEDO, con el patrocinio letrado de los Dres. 

GABRIEL CAVALLO y HERNÁN FOLGUEIRO, ante la Secretaria General del fuero.

En esa oportunidad, pusieron en conocimiento de la justicia 

las conductas presuntamente delictivas que habrían llevado adelante  JOSÉ 

ANTONIO VOYTENCO, CRISTIAN MAXIMILIANO AYALA, REINALDO ALBERTO BARRA, 

SILVIO ANÍBAL DÍAZ,  MARTÍN ARIEL FORTUNA y  “las  demás  personas  que  

hubieran  participado  en  la  designación  ilegítima  de  éstos  como  

autoridades  de  la  Obra Social  del  Personal  Rural  y  Estibadores  de  la  

República Argentina”.

Expresaron  que,  estas  personas,  desde  que  asumieron 

“ilegítimamente” a los  cargos  directivos,  habrían malversado los  fondos 

pertenecientes  a  la  Obra  Social  e  incumplido  con los  procedimientos  y 

reglamentos  vigentes  para  su  funcionamiento.  A  su  vez,  indicaron  que 

tampoco habían acatado una orden judicial mediante la cual se suspendió la 

resolución por la que se removió a los denunciantes como integrantes de la 

Comisión Directiva.

Explicaron  que,  en  su  calidad  de  miembros  del  Consejo 

Directivo de la obra social, fueron desplazados y sustituidos por personas 

que no reunían las condiciones para llevar adelante tales funciones y que 

tampoco habían sido designadas mediante los procedimientos vigentes.
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Los denunciantes, quienes asumieron el rol de querellantes, 

manifestaron que con fecha 7 de enero de 2020 fueron designados como 

vicepresidente, tesorero y secretario de Actas de la O.S.P.R.E.R.A., por el 

Secretario Nacional de la U.A.T.R.E., con mandato desde el 10 de enero de 

2020 hasta el 9 de enero de 2024.

De ese modo, el  Consejo Directivo quedó conformado con 

ERNESTO RAMÓN AYALA como  Presidente,  PABLO MIGUEL ANSALONI como 

Vicepresidente,  CARLOS IGNACIO CABALLERO como Tesorero,  WALTER FABIÁN 

CÁCERES como  Secretario  de  Actas,  MARCELO ALEJO ACEVEDO como 

Secretario  de  Acción  Social,  y  ROBERTO PEDRO PETROCHI,  JOSÉ ANTONIO 

VOYTENCO, PEDRO PABLO PEGER y CLAUDIA CECILIA SÁNCHEZ como Suplentes.

Agregaron que, conforme surgía del Estatuto de la obra social 

y  la  Ley 23.660,  el  Secretariado Nacional  era  el  órgano facultado para 

designar a las autoridades del Consejo Directivo, cuyos mandatos tuvieran 

una duración de 4 años. Además, que la Superintendencia de Salud de la 

Nación, por intermedio de la Dirección Nacional de Obras Sociales, había 

reconocido la conformación del Directorio citado.

A su vez,  mencionaron que el pasado 6 de octubre se había 

producido  el  fallecimiento  del  Presidente  Ayala,  quien  también  había 

ostentado el cargo de secretario general de U.A.T.R.E. y que fue sucedido 

por su secretario adjunto, JOSÉ VOYTENCO. 

En relación  con el  cargo que  ocupara  en  la  obra  social,  y 

conforme la reglamentación estatutaria, VOYTENCO fue electo para cubrir la 

Presidencia del Consejo Directivo mediante el acta de reunión virtual del 

consejo celebrada el 8 de octubre de 2020.

En ese orden, los acusadores expresaron que, a partir de tal 

designación, VOYTENCO habría estado desmantelando y volviendo ineficaces 

los  mecanismos  de  control  sobre  su  gestión,  ignorando  las  normas 

estatutarias,  malversando  fondos  de  la  Obra  Social  y  aquellos  que  el 

gobierno nacional enviara.

Asimismo,  indicaron  que  el  presidente  electo  nunca  había 

convocado a las reuniones del  consejo directivo que debía convocar por 

mandato estatutario y había impedido el ingreso de los restantes miembros 

del consejo a la sede de la Obra Social, ello con la finalidad de administrar 

de  forma  abusiva  y  en  provecho  propio  los  bienes  y  dinero  de  la 

organización.
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A  la  par,  refirieron  que  VOYTENCO, ilegalmente,  había 

designado, junto con el  secretario nacional de la U.A.T.R.E.,  no sólo al 

presidente de la O.S.P.R.E.R.A. sino también al resto de los miembros del 

consejo directivo de la obra social, sin contar con ningún tipo de facultad 

para tales designaciones.

Por  otra  parte  que,  incumpliendo  las  leyes  y  estatutos 

reglamentarios, los aquí denunciantes habían recibido una carta documento 

con el siguiente contenido: “Por medio de la presente, notificamos a Ud.  

que  el  Secretario  Nacional  de  la  UNION  ARGENTINA  DE  

TRABAJADORES  RURALES  Y  ESTIBADORES  (UATRE)  en  formal  

reunión de fecha 20/10/2020, en cumplimiento de los art. 2 Inc, g); 110,  

111 del Estatuto de la UATRE y art. 10 del Estatuto de la OSPRERA ha  

dispuesto dar por finalizado el cometido sindical que se le encomendara el  

07/01/2020 (art 48 Ley 23.551), dejando sin efecto, a partir del 20/10/2020  

su designación…”.

Los querellantes manifestaron desconocer la existencia de la 

reunión invocada en la misiva,  destacando que resultaba completamente 

ilegal  que  se  pretendiera  hacer  cesar  en  sus  funciones  a  la  Comisión 

Directiva legalmente constituida, sin haberse evidenciado ningún tipo de 

causal  para  arribar  a  tal  decisión;  quedando  así  exteriorizado  el  modo 

ilegítimo  en  que  detentan  los  cargos  actuales  con  el  propósito  de 

administrar ilegalmente los fondos de la organización.

Consignaron que, mediante carta documento enviada el 29 de 

octubre de 2020, dirigida al Secretario Nacional de la UATRE, rechazaron 

el  contenido  y  alcances  de  las  cartas  recibidas  por  maliciosas  e 

improcedentes, desconociendo la existencia de la reunión allí referenciada, 

como así  también que se los cesara de sus cargos, intimando a que sea 

dejada sin efecto.

A su vez, hicieron saber que iniciaron acciones ante la Justicia 

Nacional del Trabajo y que con fecha 11 de diciembre de 2020, en los autos 

25.648/2020,  caratulados  “Ansaloni  Pablo  Miguel  y  otros  c/  Unión  

Argentina de Trabajadores Rurales y Estibadores s/ medida cautelar”, la 

Sala III de la Excma. Cámara del Trabajo había resuelto la suspensión de 

los  efectos  de  la  resolución  emitida  por  el  Secretario  Nacional  de  la 

U.A.T.R.E. de fecha 20 de octubre pasado, en cuanto dispuso la revocatoria 
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de  los  mandatos  de  los  actores,  y  ordenó  precautoriamente  sus 

reinstalaciones.

Expresaron que, sin perjuicio de ello, al concurrir el pasado 

15 de diciembre a notificar la resolución dispuesta y tomar posesión de sus 

cargos, les había sido impedido el ingreso al edificio ubicado en la calle 

Reconquista 630 de esta ciudad.

Explicaron que no sólo se trataba de un desplazamiento ilegal 

de  sus  cargos  en la Comisión Directiva  para la  cual  fueron designados, 

cuyos mandatos vencen en el año 2024, sino que tampoco acataron la orden 

de la Sala III de la Cámara del Trabajo que ordenaba dejar en suspenso los 

alcances  de  la  resolución  dictada  por  el  Secretario  Nacional  de  la 

U.A.T.R.E. y, en consecuencia, restituir a los denunciantes en sus cargos.

Por  último,  se  agregó  que  el  hecho  de  no  cumplir  con  la 

decisión  judicial  impedía  el  funcionamiento  de  una  Comisión  Directiva 

designada  legítimamente,  situación  que  podía  poner  en  peligro  las 

prestaciones a sus afiliados. 

II.  El  trámite  impreso  al  expediente  y  las  pruebas 

colectadas por la fiscalía interviniente

 El 28 de diciembre pasado el Dr. DANIEL RAFECAS, juez que se 

encontraba interinamente a cargo de este juzgado, dispuso la delegación del 

sumario en cabeza del titular de la Fiscalía Federal N° 9. El representante 

del  Ministerio  Público  Fiscal,  conforme  las  constancias  obrantes  en  el 

sistema  informático,  luego  de  recibir  el  expediente  solicitó  diversos 

registros domiciliarios que fueron ordenados por mi colega. 

De  seguido,  la  fiscalía  instructora  presentó  un  dictamen 

solicitando que se le recibiera declaración indagatoria a los imputados y 

que se ordenara una medida cautelar -a pedido de la querella- tendiente a la 

reinstalación  de  los  denunciantes  en  sus  puestos  directivos  en  la 

mencionada entidad gremial.

Puntualmente, el representante del Ministerio Público Fiscal 

opinó que: “… esta Fiscalía comparte los fundamentos que conducen a  

solicitar  que  se  les  reciba  declaración  indagatoria  a  José  Antonio  

Voytenco,  Cristian  Maximiliano  Ayala,  Reinaldo  Alberto  Barra,  Silvio  

Aníbal Díaz y Martín Ariel Fortuna, en orden al delito de desobediencia, al  

encontrarse  acreditada  la  existencia  de  una  orden  conocida  por  los  

imputados y dirigida a ellos, sumada a su incumplimiento y obturación de  
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toda posibilidad de acatamiento. En tal sentido, ha quedado demostrado  

que  la  Sala  III  de  la  Cámara  Nacional  del  Trabajo  ordenó  que  la  

OSPRERA fuese conducida por sus legítimos miembros y no por quienes  

fueron  ilegalmente  nombrados  y,  no  obstante  ello,  los  imputados  se  

resistieron  a  cumplir  con  la  manda  judicial  impidiéndoles  a  los  aquí  

denunciantes físicamente el acceso a nuestros puestos”.

En esa ocasión, de acuerdo con la imputación realizada por el 

titular de la acción pública, dictamen que actuó como base fáctica de la 

acusación,  entendí  que  el  objeto  procesal  de  la  presente  causa  había 

quedado circunscripto a la investigación de la posible desobediencia en la 

que  habrían  incurrido  los  imputados  JOSÉ ANTONIO VOYTENCO,  CRISTIAN 

MAXIMILIANO AYALA, REINALDO ALBERTO BARRA, SILVIO ANÍBAL DÍAZ Y MARTÍN 

ARIEL FORTUNA frente a la orden emanada por los integrantes de la Sala III 

de  la  Cámara  Nacional  de  Apelaciones  del  Trabajo  en  el  marco  del 

expediente judicial n°  25.648/2020, caratulado “Ansaloni Pablo Miguel y  

otros c/ Unión Argentina de Trabajadores Rurales y Estibadores s/ medida  

cautelar”.

Como consecuencia de ello, al advertir que la orden judicial, 

cuya desobediencia se achacaba a los imputados, había sido impartida por 

un tribunal nacional que no poseía competencia federal y que, por lo tanto, 

decidía sobre cuestiones eminentemente locales como son las relativas al 

Derecho  del  Trabajo,  decliné  la  competencia  del  tribunal  por  razones 

materiales a favor de la Justicia Nacional en lo Criminal y Correccional.

Recurrida  aquella  decisión  por  el  señor  fiscal  y  la  parte 

querellante, los integrantes de la Sala II de la Cámara del fuero resolvieron 

revocar lo ordenado por esta judicatura por prematuro y, en consecuencia, 

se devolvieron las actuaciones al despacho del fiscal para que prosiguiera 

con la pesquisa en los términos del art. 196 del digesto procesal.

III. El pedido de sobreseimiento realizado por la fiscalía

 El pasado 29 de abril, el Dr. MARIJUÁN presentó un escrito en 

el  que  opinó  que:  “un  nuevo  análisis  de  los  hechos  denunciados  y  la  

totalidad de las constancias obrantes en el legajo,  permite descartar la  

existencia de conducta delictiva por parte de las personas denunciadas.  

Así,  (…)  habré  de  postular  a  V.S.  que  dicte  su[s] sobreseimiento[s], 

conforme lo establecido por el artículo 336 inciso 3° del Código Procesal  

Penal de la Nación.”.
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Para ello,  el  señor fiscal  sostuvo que “en el  marco de ese  

expediente laboral, las partes se encuentran ejerciendo sus posturas frente  

al conflicto suscitado con motivo de las remociones y los cambios en la  

conformación de la Comisión Directiva de OSPRERA.  De ningún modo 

puede pretenderse que el cumplimiento y ejecución de la orden judicial  

emanada en el mes de diciembre por ese fuero laboral pueda trasladarse a  

la  justicia  penal.  Tampoco  que  su  eventual  incumplimiento,  con  las  

peculiaridades del caso, resulte constitutivo del delito previsto y reprimido  

por el artículo 239 del CP, tal como pretendiera el aquí querellante”. 

En la  misma  línea,  el  representante  del  Ministerio  Público 

Fiscal entendió que “no resulta menor que durante la sustanciación de este  

proceso  en  forma  paralela  tramitó  y  continúan  tramitando  los  autos  

25648/2020 ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo N°  

36.  Ello  demuestra  que  no  se  ha  agotado  esa  instancia  judicial  para  

efectuar la parte interesada los reclamos que estime pertinentes frente al  

posible menoscabo de sus derechos.”.

Además,  se  expidió  en  torno  a  las  otras  maniobras  de 

supuesto tenor ilícito que fueran descriptas por quienes iniciaron la presente 

causa.  En relación con ello,  precisó que: “del  mismo modo se concluye  

respecto de las restantes calificaciones incluidas en la denuncia inicial –

delito  de  asociación  ilícita  y  defraudación  contra  la  administración  

pública-,  toda  vez  que  no  existe  elemento  alguno  que  permita  avanzar  

sobre tal sospecha.”.

Con especial énfasis entendió que: “en la denuncia de inicio  

no  se  ha  hecho referencia  a  conducta  alguna que  permita  presumir  la  

existencia de [maniobras] fraudulentas llevadas adelante por las personas  

denunciantes. Nótese que la parte querellante llega a tal conclusión por  

considerar ilegítimas las designaciones de los integrantes de la Comisión  

Directiva,  y  en  consecuencia,  los  actos  de  administración  de  fondos  

resultarían  inválidos  De  esta  manera,  corresponde  descartar  cualquier  

tipo de hipótesis introducida por los denunciantes”.

Asimismo, el  fiscal  a cargo de la investigación señaló que: 

“con relación a las designaciones de autoridades que fueron introducidas  

en la denuncia y que motivaron tanto el inicio de esta pesquisa como el  

proceso en el ámbito laboral, más allá de considerar que la documentación  

aportada da cuenta del cumplimiento de la legislación y reglamentación  
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prevista  en  el  Estatuto  de  la  OSPRERA,  habiéndose  celebrado  las  

Asambleas  pertinentes  para el  cambio de autoridades,  entiendo que tal  

situación se encuentra debatida en la acción iniciada ante la Justicia del  

Trabajo, tal como se desprende de las constancias incorporadas”.

Para  concluir,  señaló  que  “el  análisis  de  la  prueba  que  

conforma este legajo permite  descartar la hipótesis  introducida por los  

denunciantes, en todos los sentidos y hechos descriptos, circunstancia que  

habilita a esta parte a postular el cierre de la investigación”. 

IV. La decisión a adoptarse

Ahora  bien,  el  principio  acusatorio,  como sistema procesal 

que salvaguarda la imparcialidad del juzgador, exige que la investigación 

sea impulsada por un órgano distinto e independiente, estableciéndose en la 

Constitución  Federal  que  dicha  función  sea  llevada  adelante  por  el 

Ministerio Público, “(…) órgano independiente con autonomía funcional y  

autarquía financiera, que tiene por función promover la actuación de la  

justicia (...)” (art. 120 C.N.). 

Al  respecto,  la  Corte  Suprema de Justicia de la  Nación ha 

dicho que “la exigencia de ‘acusación’, si es que ha de salvaguardar la  

defensa en juicio y la imparcialidad como condiciones del debido proceso,  

presupone que dicho acto provenga de un tercero diferente de quien ha de  

juzgar acerca de su viabilidad, sin que tal principio pueda quedar limitado  

a la etapa del ‘debate’ (…), sino su vigencia debe extenderse a la etapa  

previa,  de  discusión  acerca  de  la  necesidad  de  su  realización”  (CSJN 

Fallos: 327:5863).

Asimismo,  “la  garantía  de  la  separación  (…),  representa,  

(…) una condición esencial de la imparcialidad (terzietà) del juez respecto  

a las partes de la causa, que (…) es la primera de las garantías orgánicas  

que definen la figura del juez”, en tanto que es “típicamente característica  

del  sistema inquisitivo  la  iniciativa  del  juez  en  el  ámbito  probatorio”,  

pudiendo establecerse  un “nexo (…) entre  sistema acusatorio y modelo  

garantista, y (…) entre sistema inquisitivo, modelo autoritario y eficacia  

represiva” (Luigi Ferrajoli, Derecho y razón: Teoría del garantismo penal, 

Ed. Trotta S.A., Madrid, 1995, págs. 561 y siguientes.). 

De  este  modo,  resulta  clara  la  importancia  que  reviste  la 

prohibición  ne  procedat  iudex  ex  officio en  su  función  de  preservar  el 

ejercicio de la jurisdicción dentro de los márgenes constitucionales. 
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Por  ello,  frente  a  un  pedido  de  sobreseimiento  emanado  por 

parte  del  titular  de  la  vindicta  pública,  debe  evaluarse  entonces  la 

razonabilidad de su dictamen, verificándose que las conclusiones a las que 

arriba el doctor MARIJUAN lucen motivadas en las constancias de la presente, 

descartándose su arbitrariedad.

Sin  embargo,  en  los  supuestos  como  el  presente,  el  proceso 

podría ser de todos modos impulsado por el acusador particular (CCCF, 

Sala I, causa 37.543 “Cirielli, Ricardo…”, rta. 18/7/07, reg. Nro. 803 y sus 

citas).  Ergo,  la  existencia  de  un  acusador  privado  obliga  al  juzgador  a 

realizar un análisis superador del mero control de legalidad y razonabilidad. 

Ello en  función de  la  autonomía  que  se  le  ha  reconocido a  la  querella 

respecto de la actividad y opinión del Ministerio Público Fiscal.

Así las  cosas,  considero que los argumentos  brindados por la 

fiscalía  son  totalmente  acertados  en  cuanto  a  que  los  eventos  traídos  a 

estudio jurisdiccional no configurarían un hecho ilícito y no se vislumbra 

que  estén  pendientes  de  realización  otras  pruebas  que  modifiquen  las 

conclusiones a las que precedentemente ha arribado.

En efecto, tras haber analizado en forma minuciosa la denuncia 

incorporada a las presentes actuaciones, surge con claridad que las hipótesis 

delictivas planteadas, amén de la investigación realizada y de las medidas 

de prueba -incluso de corte coercitivo- que se ordenaron al respecto, no 

fueron de ningún modo verificadas.

En primer lugar, en relación con la supuesta desobediencia 

achacada  a  los  imputados,  el  dictamen fiscal  resulta  coincidente  con lo 

resuelto por este tribunal en el marco del incidente de medidas cautelares 

formado en la presente causa. Recuérdese que, al momento del rechazo de 

la cautelar, advertí que aquella medida procuraba la ejecución en sede penal 

de una manda dispuesta por la Justicia Nacional del Trabajo, circunstancia 

que no solo resultaba extraña a  este  fuero sino a  toda la justicia penal. 

También  indiqué  que  su  cumplimiento  debía  llevarse  adelante  por  los 

medios y vías procesales que correspondieran y, fundamentalmente, por los 

jueces naturales que la habían ordenado. En efecto, sostuve que eran tales 

magistrados quienes debían procurar la eficacia de sus decisiones, a través 

de las herramientas que preveía la normativa vigente en la materia.

De hecho, en lo que hace al quid de la cuestión señalé que, de 

las constancias anexadas al presente sumario, sobresalía de manera patente 
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que la decisión adoptada por los integrantes de la Sala III de la Cámara 

Nacional del Trabajo no se encontraba firme, pues había sido recurrida y 

ese remedio procesal había sido sustanciado por el tribunal.

Por otro lado, en relación con las “otras posibles maniobras  

ilícitas”  que  fueran  descriptas  por  los  querellantes,  el  fiscal  federal 

dictaminó que “no existe elemento alguno que permita avanzar sobre tal  

sospecha” y,  luego de haber realizado un pormenorizado análisis de los 

elementos de prueba recabados en la pesquisa, tal opinión será compartida 

por  esta  judicatura.  En  ese  sentido,  se  concluye  que  las  imputaciones 

realizadas, en realidad, se trataron de simples manifestaciones deducidas 

por  los  querellantes,  que  no  han  podido  ser  corroboradas  de  manera 

objetiva.

Insisto, son las constancias del expediente las que permiten 

descartar cualquier indicio de ilicitud y sospechar que la formación de este 

expediente obedeció a posibles disidencias dentro del armado y conducción 

del gremio de los agrarios. Sin embargo, tales diferencias no son (ni pueden 

ser)  materia  de  discusión penal,  pues  implicaría  la  extrapolación  de  los 

fines  del  proceso  criminal  y  todas  sus  implicancias  a  circunstancias 

indebidas. 

En  ese  sentido,  entiendo  oportuno  mencionar  que,  en 

situaciones como ésta, el Derecho Penal es la "última ratio” y tiene que ser 

el último resorte, el último escalón que debe utilizar el Estado para reprimir 

una conducta o para solucionar un conflicto.

Ello  así,  en  consonancia  con  la  doctrina  que  el  Máximo 

Tribunal evoca en Fallos 320:2948, en cuanto a que la intervención judicial 

únicamente procede  “in extremis”, es decir, cuando no existe otro medio 

idóneo para prevenir riesgos. 

Así  las  cosas,  habiéndose concretado todas  las  medidas  de 

prueba posible, no se han podido corroborar las circunstancias denunciadas, 

ni otras que lleven a reorientar la pesquisa hacia hipótesis alternativas de 

investigación. En consecuencia, de conformidad con lo dictaminado por la 

fiscalía, entiendo que nos encontramos frente a un supuesto de atipicidad.

Por todo lo expuesto y por considerarlo ajustado a derecho;

RESUELVO:

I.  SOBRESEER a  JOSÉ ANTONIO VOYTENCO,  CRISTIAN 

MAXIMILIANO AYALA,  REINALDO ALBERTO BARRA,  SILVIO ANÍBAL DÍAZ y  a 
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MARTÍN ARIEL FORTUNA,  cuyas condiciones personales obran en autos,  en 

orden a  los  hechos investigados en este  expediente  CFP 9937/2020  del 

registro de este Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal N° 

12,  Secretaría  N°  23,  haciendo  expresa  mención  que  la  formación  del 

presente en nada afecta el buen nombre y honor del que hubieren gozado 

(conf. arts. 213, inciso “d” y 336, inciso 3° y último párrafo del Código 

Procesal Penal de la Nación).

II.  NOTIFÍQUESE electrónicamente  a  las  partes  y,  firme 

que sea, ARCHÍVESE sin más trámite (conf. art. 142 del Código Procesal 

Penal de la Nación).

Ante mí:


